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• 
Este informe analiza las princi-
pales reformas llevadas a cabo 
en el sector de los cuidados en 
España durante la pandemia de 
COVID-19 y sus implicaciones 
en las condiciones laborales y la 
calidad en el empleo.

• 
El Plan de Choque en Depen-
dencia y el nuevo Acuerdo 
de acreditación de centros y 
servicios contienen importantes 
avances en el número de 
profesionales, la cualificación y 
formación de los trabajadores, 
así como en materia de contra-
tación. 

• 
No obstante, el alcance de estas 
medidas va a estar mediado por 
la evolución de varios elementos 
estructurales, como la financia-
ción, el sistema de gobernanza 
multinivel, la coordinación 
socio-sanitaria y el diálogo 
social. 
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• 
En España, siguen existiendo problemas 
estructurales relacionados con la esca-
sez de trabajadores, a pesar del creci-
miento considerable del empleo en el 
sector de cuidados. Sindicatos e insti-
tuciones como el Defensor del Pueblo 
denunciaron antes y durante la pande-
mia las deficiencias de las residencias en 
materia de personal. Los datos también 
reflejan una gran concentración de tra-
bajadores en las categorías profesiona-
les más bajas (auxiliares administrativos, 
oficiales y peones). En este sentido, 
existe un consenso generalizado en 
torno a la necesidad de reforzar la for-
mación y las condiciones laborales. 

TRABAJADORES DEL CUIDADO EN ESPAÑA  
EN LA ERA POST COVID-19

Continuidad y reforma en las condiciones laborales y la calidad en el empleo

• 
La pandemia de COVID-19 ha represen-
tado un evento catalizador, abriendo 
una ventana política poco común para 
desarrollar reformas significativas en los 
cuidados de larga duración. Así, España 
aprobó en 2021 el Plan de Choque en 
Dependencia, medida que todos los 
actores del sistema (Gobierno central, 
Gobiernos regionales, sindicatos y pa-
tronal) valoraron muy positivamente. En 
general, el Plan de Choque ha sentado 
las bases para la recuperación del sis-
tema español de cuidados de larga du-
ración. Las principales medidas del Plan 
se han centrado en la financiación, la 
gestión y acreditación de los centros re-
sidenciales, el empleo, la mejora de las 
prestaciones o una mayor participación 
de los Gobiernos locales en el proceso 
de adopción de decisiones. 
 

• 
En 2021 también se aprobó una hoja 
de ruta para modificar el Acuerdo de 
acreditación de centros y servicios del 
sistema de cuidados de larga duración, 
aprobado en 2008. Además de estable-
cer unos criterios mínimos de calidad 
en toda la estructura de servicios, la re-
forma incluye medidas que regulan el 
número y la dotación de profesionales, 
la cualificación y formación de los tra-
bajadores, así como aspectos relaciona-
dos con la contratación. Sin embargo, la 
implementación efectiva de todas estas 
medidas va a estar fuertemente condi-
cionada por factores como la disponibi-
lidad presupuestaria del Estado central, 
la dinámica multinivel y el juego par-
tidista en los órganos de cooperación 
sectoriales (que ponen en riesgo la co-
hesión territorial), el diseño de modelos 
de coordinación o integración socio-sa-
nitaria en todos los niveles territoriales, 
o el resultado del diálogo social. 



TRABAJO Y JUSTICIA SOCIAL

TRABAJADORES 
DEL CUIDADO EN 
ESPAÑA EN LA ERA 
POST COVID-19
Continuidad y reforma en las condiciones laborales 
y la calidad en el empleo



1

Índice

1	 INTRODUCCIÓN	 	 2

2	 ANTECEDENTES 		  3

	 2.1 � Políticas públicas, gobernanza multinivel y mecanismos de  
financiación del sistema de cuidados de larga duración ................... 	 3

	 2.2  Servicios residenciales para personas mayores ................................. 	 3
	 2.3  Sector laboral y recursos humanos .................................................. 	 4

3	 PRINCIPALES MEDIDAS Y REFORMAS EN EL 
SISTEMA DE CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN 
DURANTE LA PANDEMIA 		  6

	 3.1  Plan de Choque en Dependencia ..................................................... 	 6
	 3.2 � Acuerdo estatal sobre acreditación de centros  

y servicios residenciales ................................................................... 	 7

4 	 CONCLUSIONES Y RETOS PENDIENTES 		  12

	 Agradecimientos ................................................................................... 	 13
	 Referencias ............................................................................................ 	 14
	 Nota metodológica ................................................................................ 	 16
	 Anexo ................................................................................................... 	 16

ÍNDICE



FRIEDRICH-EBERT-STIFTUNG – TRABAJADORES DEL CUIDADO EN ESPAÑA EN LA ERA POST COVID-19

2

1 

INTRODUCCIÓN

El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) declaró la COVID-19 como una pandemia global y 
pidió a todos los países que tomaran «  medidas urgentes y 
agresivas  » para prevenir las infecciones, salvar vidas y reducir 
al mínimo las posibles consecuencias socioeconómicas de la 
crisis1. El 14 de marzo, el Gobierno central español declaraba 
el «  estado de alarma  » en todo el país y adoptaba medidas 
de respuesta a la pandemia en áreas como la libre circulación 
de personas, defensa, economía, mercado de trabajo, educa-
ción, ocio, etc. Sin embargo, (casi) nada se había planificado 
para proteger a las residencias, uno de los principales focos 
pandémicos (Wagner, 2020; Gardner et al., 2020). 

En el informe On the Corona Frontline – The Experiences of 
Care Workers in Spain (Hernández-Moreno y Pereira-Puga, 
2021), evidenciamos cómo la pandemia había tensionado 
todos los elementos estructurales del sector laboral en el ám-
bito de los cuidados. Dos años después, con la campaña de 
vacunación extendida a la población general –el 85,8% con 
pauta completa y más del 87% con al menos una dosis2– y la 
mayor parte de las medidas de respuesta a la crisis habiendo 
expirado, no está del todo claro qué ha sucedido con los 
problemas estructurales que venían arrastrando los trabaja-
dores del cuidado en la era post COVID-19. ¿Qué reformas 
se han implementado en el sector de los cuidados? ¿Con 
qué alcance e intensidad? ¿Qué medidas se han centrado 
en los trabajadores del cuidado? ¿Qué papel han jugado los 
diferentes actores en los procesos de reforma? ¿Qué batallas 
se han perdido o no se han ganado todavía?

1	 Alocución de apertura del Director General de la OMS en la rueda de 
prensa sobre la COVID-19 celebrada el 11 de marzo de 2020.  
Availabe at: https://www.who.int/es/director-general/speeches/ 
detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media- 
briefing-on-covid-19---11-march-2020 

2	 Ministerio de Sanidad (2022). Gestión integral de la vacunación 
COVID-19. Informe de actividad. Disponible en:  
https://www.sanidad.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/ 
alertasActual/nCov/documentos/Informe_GIV_comunicacion_ 
20221111.pdf

Para responder a estas preguntas, esta investigación adopta 
un enfoque exploratorio cualitativo basado en diversas 
fuentes secundarias, una extensa revisión de literatura cien-
tífica y un análisis documental que incluye textos legales, 
normas, informes, evaluaciones, comunicados de prensa 
gubernamentales y sindicales, artículos de medios digitales, 
así como documentación de la Unión Europea (UE). De forma 
complementaria, se han realizado ocho entrevistas semies-
tructuradas a informantes clave, incluidos representantes de 
los sindicatos (n=5), dirigentes de las patronales del sector 
(n=1) y decisores públicos del Gobierno central (n=2).3 

El informe se organiza del siguiente modo: tras la presente 
introducción, la sección 2 describe la estructura institucional 
del sistema español de cuidados de larga duración (CLD), 
con especial atención a los servicios de atención residencial, 
las características del sector laboral y los recursos humanos. 
A continuación, la sección 3 analiza el alcance de las prin-
cipales medidas y reformas del modelo de cuidados en los 
trabajadores del sector, aportando al mismo tiempo algunas 
consideraciones desde un punto de vista comparado. Final-
mente, la sección 4 expone las principales conclusiones del 
estudio y reflexiona sobre los retos pendientes. 

3	 Para una información más completa sobre el diseño y el análisis de 
datos de la investigación, véase la nota metodológica y el Anexo, 
situados al final de este informe. 

https://www.who.int/es/director-general/speeches/detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media-briefing-on-covid-19---11-march-2020
https://www.who.int/es/director-general/speeches/detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media-briefing-on-covid-19---11-march-2020
https://www.who.int/es/director-general/speeches/detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media-briefing-on-covid-19---11-march-2020
https://www.sanidad.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/alertasActual/nCov/documentos/Informe_GIV_comunicacion_20221111.pdf
https://www.sanidad.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/alertasActual/nCov/documentos/Informe_GIV_comunicacion_20221111.pdf
https://www.sanidad.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/alertasActual/nCov/documentos/Informe_GIV_comunicacion_20221111.pdf
https://www.sanidad.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/alertasActual/nCov/documentos/Informe_GIV_comunicacion_20221111.pdf
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2.1  POLÍTICAS PÚBLICAS, GOBERNANZA 
MULTINIVEL Y MECANISMOS DE  
FINANCIACIÓN DEL SISTEMA DE 
CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN

A diferencia de los países escandinavos, los CLD son un ám-
bito de política pública muy poco desarrollado en el Sur de 
Europa (Flauquer, 2004; Saraceno y Keck, 2010). En España, 
la provisión del cuidado ha estado históricamente vinculada 
a las familias y, más recientemente, a cuidadoras de origen 
inmigrante (Jiménez-Martín y Vilaplana-Prieto, 2012; Ibáñez 
y León, 2014; Spijker y Zueras, 2020). La formalización del 
actual sistema español de CLD se estableció en 2006, con 
la promulgación de la Ley de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a la Dependencia (conocida como «Ley 
de Dependencia») y la implementación del sistema nacional 
de CLD (SAAD)4. Esta reforma se enmarca dentro del pro-
ceso de adaptación y modernización del Estado de Bienestar 
español durante el Gobierno del Partido Socialista Obrero 
Español (PSOE) bajo la Presidencia de Rodríguez Zapatero 
(Del Pino, 2013). 

La mayoría de los modelos europeos de cuidados se carac-
terizan por su fragmentación institucional y su complejidad 
organizativa (véase Ranci y Pavolini, 2013; Social Protection 
Committee-European Commission, 2014, 2021). En el caso 
de España, la gobernanza actual del del sistema de CLD se 
basa en una estructura multinivel de competencias comparti-
das entre el Gobierno central y las Comunidades Autónomas 
(CC.AA). Las regiones5 son la estructura operativa, respon-
sables de la gestión cotidiana del sistema. En materia de 
personal, las regiones regulan la cualificación profesional y 
la acreditación de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral, entre otras cuestiones. 
El Consejo Territorial de Servicios Sociales y SAAD (CTSSD) 
ocupa un lugar central en la gobernanza del sistema. En este 
consejo intergubernamental participan responsables políticos 
y funcionarios de todos los niveles de gobierno. La adopción 

4	 Hasta 2006, la intervención pública en materia de cuidados se ba-
saba en planes y programas de los servicios sociales regionales y lo-
cales, así como en complementos a las pensiones públicas (Agui-
lar-Hendrickson, 2020: 1302-1303).

5	 Es importante recordar que, en virtud del artículo 149.1 de la Consti-
tución española, los servicios sociales son competencia exclusiva de 
las regiones y los municipios. 

de acuerdos en el CTSSD –en materia de implementación 
de medidas o distribución de fondos– se lleva a cabo por 
consenso o por el voto favorable del Gobierno central y la 
mayoría de las CC.AA y ciudades autónomas6.

La Ley de Dependencia establece un modelo mixto de fi-
nanciación público-privado. El sistema es financiado por 
el Gobierno central y las regiones con fondos obtenidos a 
través de los impuestos generales y un sistema de copagos7 
por parte de los beneficiarios. Al inicio de los 2000, España 
tenía unos niveles de gasto en el sector de los cuidados 
muy inferiores a los de otros países europeos de nuestro 
entorno (OCED, 2020a, 2021). Tras el despegue inicial del 
sistema, caracterizado por un incremento progresivo –aun-
que contenido– de la financiación entre 2007 y mediados de 
2011, se produjo una segunda fase de fuertes restricciones 
económicas y presupuestarias. Entre 2012 y 2017, el Go-
bierno central del conservador Partido Popular (PP) redujo 
considerablemente su aportación (el llamado nivel mínimo 
garantizado) y suspendió los fondos complementarios que 
transfería a las regiones (el llamado nivel acordado). A partir 
de 2018 y hasta la llegada de la pandemia, se produjo un 
incremento progresivo de la financiación estatal, aunque 
bastante alejado de las previsiones iniciales establecidas en 
la Ley de Dependencia. 

2.2  SERVICIOS RESIDENCIALES PARA 
PERSONAS MAYORES

La Ley de Dependencia establece una estructura de servi-
cios8 y una serie de prestaciones económicas9 dirigidas a las 
personas dependientes (incluidas las personas mayores). Sin 

6	 Reglamento de funcionamiento del CTSSD: Disponible en:  
https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema- 
autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/ 
organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema- 
autonomia-atencion-dependencia. 

7	 Este sistema está basado en el tipo y coste del servicio y en los nive-
les de renta y riqueza de los usuarios. 

8	 Los servicios incluyen: 1) servicios de prevención de situaciones de 
dependencia y los de promoción de la autonomía personal, 2) servi-
cio de teleasistencia, 3) servicio de ayuda a domicilio, 4) servicio de 
centro de día y de noche, y 5) servicio de atención residencial.

9	 Las prestaciones económicas son de tres tipos: 1) para el cuidado por 
parte de un familiar, 2) la contratación de un asistente o 3) la adquisi-
ción de un servicio.
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https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema-autonomia-atencion-dependencia
https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema-autonomia-atencion-dependencia
https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema-autonomia-atencion-dependencia
https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema-autonomia-atencion-dependencia
https://imserso.es/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/consejo-territorial-servicios-sociales-sistema-autonomia-atencion-dependencia
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embargo, la Ley de Dependencia no establece ningún dato 
sobre los equipos profesionales, las dotaciones de plantilla o 
las ratios de personal/usuario. En materia de servicios de cui-
dado o atención residencial, objeto principal de este análisis, 
al no existir una Ley de Servicios Sociales para todo el Estado 
(OCED, 2022), cada región ha ido desarrollando su propia 
legislación, existiendo una amplia heterogeneidad territorial 
(Arriba y Moreno, 2009; Montero, 2014; Jiménez-Lara, 
2015; Jiménez-Martín y Viola, 2017; Marbán Gallego, 2019). 

Desde un punto de vista operativo, se distinguen dos tipos de 
atención residencial. Por un lado, las denominadas viviendas 
para mayores (compartidas o individuales) están destinadas a 
facilitar el alojamiento a los mayores, que gozan de total in-
dependencia dentro de la vivienda. Por otro lado, los centros 
residenciales ofrecen alojamiento y atención especializada 
a aquellas personas mayores que, por su situación familiar, 
económica y social no pueden ser atendidas en sus domici-
lios. En 2020, estos centros representaban el 97,7% de los 
servicios de cuidado o atención residenciales (Ministerio de 
Derechos Sociales y Agenda 2030, 2020). 

En 2021, había en España alrededor de 5.567 residencias de 
personas mayores, que sumarían un total de 384.251 plazas 
(Abellán García et al., 2021). El índice de cobertura (nº de 
plazas/población>=65) es de 4,29. Si bien, existe una gran di-
ferencia entre regiones. Por ejemplo, en la región de Castilla 
y León el índice de cobertura es del 7,86 mientras que en la 
región de Murcia es de 2,33 (Ministerio de Derechos Sociales 
y Agenda 2030, 2021). 

El crecimiento de los servicios de atención residencial para 
mayores de los últimos años ha estado liderado por el sector 
privado, a través de grandes capitales y fondos de inversión 
(Montserrat Codorniu, 2020: 47; Montserrat Codorniú, 
2021: 150). Del total de residencias, 1.642 son de titulari-
dad pública10 (29,5%) y 3.925 de titularidad privada (70,5%) 
(Abellán García et al., 2021). El 73,2% de las plazas totales 
están en residencias privadas, frente al 26,8% en residencias 
públicas (Abellán García et al., 2021). Tanto en las residencias 
públicas como privadas, una proporción muy elevada de pla-
zas (en torno al 50%) se encuentran en centros residenciales 
de 100 o más camas (Abellán et al., 2021). 

2.3  SECTOR LABORAL Y RECURSOS 
HUMANOS 

Según la OCDE (2020b), los trabajadores del cuidado son 
aquellos que brindan atención en el hogar o en instituciones 
(fuera de los hospitales), incluidas enfermeras y trabajadores 
de cuidado personal que proporcionan asistencia en activi-
dades de la vida diaria u otro apoyo personal. A partir de 
los datos de Contabilidad Nacional de España, se estima 

10	 La Administración Pública utiliza instrumentos de colaboración públi-
co-privada a través de los cuales «  delega  » la gestión de los centros a 
entidades del sector privado. Para ello, utiliza fórmulas como los 
«  convenios  », «  arrendamientos  » o «  concesiones de servicios públi-
cos  ». 

que el número de personas trabajadoras en el sistema de 
cuidados ha aumentado paulatinamente en la última dé-
cada, pasando de 273.150 en 2008 a 452.026 en 2021, 
de los cuales 283.694 son empleos directos (Rodríguez 
Cabrero et al., 2022: 114). Si nos fijamos exclusivamente en 
el sector de los servicios residenciales, el número de empleos 
efectivos11 ha aumentando en 26.554 entre 2012 y 2018 
(Montserrat Codorniu, 2020: 49). La fuerza laboral en los 
centros residenciales muestra un alto grado de feminización 
(Comas-d’Argemir y Bofill-Poch, 2022). En 2020, cerca del 
90% del empleo efectivo es realizado por mujeres (Montse-
rrat Codorniu, 2021: 148). A pesar del crecimiento conside-
rable del empleo en el sector, siguen existiendo problemas 
estructurales relacionados con la escasez de trabajadores. 
Sindicatos e instituciones como el Defensor del Pueblo de-
nunciaron antes y durante la pandemia las deficiencias de 
las residencias en materia de personal (véase CCOO, 2017; 
Defensor del Pueblo, 2019; UGT, 2021). 

En relación con la formación y cualificación, el 60% de los 
trabajadores del sector de los servicios residenciales tienen 
estudios primarios (incluyendo algún grado de formación 
profesional), un 20,4% posee estudios secundarios y un 
22,6% tiene estudios superiores (Montserrat Codorniu, 
2020: 50; Marbán Gallego et al., 2021: 163). Estos datos 
reflejan una gran concentración de trabajadores en las ca-
tegorías profesionales más bajas (auxiliares administrativos, 
oficiales y peones). En este sentido, existe un consenso gene-
ralizado en torno a la necesidad de reforzar la formación –con 
especial énfasis en una formación reglada y homologada– y 
la acreditación profesional12 para ciertos perfiles, como 
gerocultores o cuidadores (Marbán, 2019; CES, 2021). No 
obstante, la formación y el apoyo a las cuidadoras informales 
sigue siendo un reto también para la mayoría de los países de 
la UE (Rodríguez Cabrero, 2020; OECD, 2020).

Por último, en relación con las condiciones laborales, debe-
mos hacer referencia a varios aspectos fundamentales. En 
primer lugar, respecto a la remuneración salarial, su medición 
es una tarea compleja, ya que no existe una adecuada co-
bertura estadística. Según la Encuesta Anual de Estructura 
Salarial del INE (disponible hasta 2020), el salario bruto anual 
en el sector de los cuidados ha pasado de 17.082 euros en 
2009 a 18.876 euros en 2020. En el sector residencial, la 
retribución salarial media anual es de 17.813 euros, un 24% 
menos que el salario bruto anual en el sector servicios en 
general (Montserrat Codorniu, 2020: 53). En el caso de 
las cuidadoras directas, tienen un salario base inferior a los 
1.000 euros mensuales (Comas-d´Argemir y Roca-Escoda, 
2022: 140). En relación con la brecha salarial de género, los 
hombres ganan un 38,98% más que las mujeres. Aunque 

11	 El empleo efectivo, mide el «  personal equivalente a tiempo com-
pleto  » de acuerdo con las horas anuales establecidas en el VII Con-
venio Colectivo Estatal de servicios de atención a las personas de-
pendientes. Este indicador tiene en cuenta tanto el número de días 
con contrato como el número de horas contratadas. 

12	 En España, la Ley de Dependencia obliga a la profesionalización de 
los trabajadores de los centros residenciales para personas mayores, 
a través de una acreditación que certifique su preparación (dentro de 
la normativa de cada región en materia de contratación). 
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los salarios están dentro de los márgenes que fija la Ley, 
la Comisión Europea (2014 y 2018) manifestó su preocu-
pación por ser excesivamente bajos. El salario medio en el 
sector residencial español se sitúa en 1.617 euros al mes, 
frente a los 2.086 euros en el conjunto de los países de la 
eurozona (Montserrat Codorniu, 2021: 82). En segundo 
lugar, en el sector residencial existe una alta incidencia de la 
temporalidad –con pocos días o pocas horas de trabajo– y el 
trabajo a tiempo parcial –en la mayoría de los casos de forma 
involuntaria– (Jiménez-Martín y Viola, 2017; CCOO, 2018). 
Una dinámica que ha ido aumentando a lo largo de los años. 
La tasa de temporalidad del sector residencial en España es 
cinco veces mayor que la media de la UE (Eurostat, 2022). 
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PRINCIPALES MEDIDAS Y REFORMAS 
EN EL SISTEMA DE CUIDADOS DE LARGA 
DURACIÓN DURANTE LA PANDEMIA

La pandemia de COVID-19 ha representado un «  evento de 
enfoque  » o «  evento focalizador  » (Kingdon, 2010), al abrir 
una ventana política poco común para desarrollar reformas 
significativas en los CLD y situar (especialmente) la atención 
residencial en las agendas gubernamentales de muchos paí-
ses (véase Béland y Marier, 2020; Marier, 2021; European 
Commission and Social Protection Committee, 2021; Daly 
et al., 2021). En este sentido, los trabajadores del cuidado 
han estado a la vanguardia de la lucha contra la pandemia, 
sometidos a situaciones inéditas, sobrecarga de trabajo, altos 
niveles de contagio y daños psicológicos importantes (véase 
Del Pino et al., 2020; Montserrat Codorniu, 2021; Marbán 
Gallego et al., 2021; Rodríguez Rodríguez y Gonzalo Gimé-
nez, 2022; Comas-d’Argemir y Roca-Escoda, 2022, entre 
otros). En este apartado se analizan las principales medidas 
y reformas llevadas a cabo en el modelo de cuidados entre 
2021 y 2022, así como su impacto en la calidad del empleo 
y las condiciones laborales en general. También se introdu-
cen algunos elementos, en forma de acciones por parte de 
algunos de los actores que forman parte del sistema, que 
coadyuvan al análisis del alcance y la intensidad de los cam-
bios en el sector. 

3.1  PLAN DE CHOQUE EN DEPENDENCIA

En el otoño de 2020, se inició un debate entre el Gobierno 
central, Gobiernos regionales, sindicatos y patronales (estos 
últimos, a través de la Mesa de Diálogo Social nacional), para 
elaborar un Plan de choque en dependencia13. Después de 
un largo proceso de intercambio de información y negocia-
ción, el Plan de choque en dependencia fue aprobado el 15 
de enero de 202114. La Tabla 1 recoge las principales medidas 
del Plan, así como el cronograma para su implementación. 
Estas medidas se centran en la financiación, la gestión y acre-

13	 Esta medida está recogida en el Plan de Recuperación, Transforma-
ción y Resiliencia de España, aprobado por la Comisión Europea en 
junio de 2021 para gestionar y distribuir los fondos europeos Next 
Generation EU [Disponible en: https://planderecuperacion.gob.es / ]. 
En concreto, esta medida se inserta en la Política-palanca VIII «  Nueva 
economía de los cuidados y política de empleo  » y el Componente 
22, «  Plan de choque para la Economía de los Cuidados y Refuerzo de 
las políticas de igualdad e inclusión  ». A su vez, este Plan está directa-
mente alineado con el Principio 18 del Pilar Europeo de Derechos So-
ciales (aprobado en 2017), el Plan de Acción de 2021 de la Comisión 
Europea, así como con la Estrategia Europea de Cuidados de 2022 
(Comisión Europea, 2022b). 

ditación de los centros residenciales, el empleo, la mejora de 
las prestaciones o una mayor participación de los Gobiernos 
locales en el proceso de adopción de decisiones. Todos los 
actores del sistema valoraron muy positivamente esta me-
dida. Para el Gobierno central, «  es un acuerdo que tuvo el 
gran mérito de cuadrar un círculo de intereses muy diversos: 
por un lado, la patronal y los sindicatos y, por otro lado, las 
CC.AA y el Estado  » (Entrevista 7). Para las organizaciones 
empresariales, «  el Plan de choque es un gran paso. Es muy 
ambicioso y muy necesario  » (Entrevista 4). Por su parte, los 
sindicatos también vieron en esta medida una gran oportu-
nidad, «  este Plan es pionero y transversal. Es la primera vez 
que todas las partes reconocemos la necesidad de que la 
mejora en las condiciones laborales va unida a una mejora 
en la atención de los usuarios  » (Entrevista 5). 

Tabla 1.  
Medidas del Plan de Choque en Dependencia y fechas de 
implementación.

Medidas Fechas de implementación 

Evaluación del sistema del CLD Primer trimestre de 2022

Recuperación y mejora de la 
financiación estatal 

Primer trimestre de 2021

Reducción de las listas de espera Febrero de 2021

Reforma del sector residencial 
(Acuerdo de acreditación de los 
centros) 

Primer semestre de 2021

Mejora de las condiciones laborales 
y profesionales de los trabajadores 
del sistema del CLD (e.g., programas 
de cualificación) 

Desde el primer trimestre de 
2021 hasta finales de 2023

Regulación Asistente Personal A lo largo de 2021

Revisión de los copagos Primer semestre de 2021

Mejoras en la estructura de servicios 
y prestaciones del sistema del CLD

A lo largo de 2022 y 2023

Mejorar la participación de los 
Gobiernos locales en la gestión y 
financiación del sistema del CLD

A lo largo de 2021

Fuente: elaboración propia. 

En general, el Plan de Choque ha sentado las bases para la 
recuperación del sistema del CLD. Desde un punto de vista 
de la financiación, el Plan contemplaba una inyección de 
3.600 millones de euros entre 2021 y 2023. En 2021, el 
Gobierno central inyectó 623 millones de euros a través de 

14	 Acuerdo para la puesta en marcha del Plan de choque en dependen-
cia en 2021: https://www.balancesociosanitario.com/wp-content/
uploads/2021/01/Plan-de-Choque-en-Dependencia.pdf 

https://planderecuperacion.gob.es/
https://www.balancesociosanitario.com/wp-content/uploads/2021/01/Plan-de-Choque-en-Dependencia.pdf
https://www.balancesociosanitario.com/wp-content/uploads/2021/01/Plan-de-Choque-en-Dependencia.pdf
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los Presupuestos Generales del Estado y 735 vía Fondos Eu-
ropeos, recuperando por primera vez desde 2012 los fondos 
adicionales (conocidos también como fondos «  acordados  »), 
destinados a las regiones. En 2022, el Gobierno central volvió 
a inyectar casi 600 millones de euros al sistema del CLD. En 
suma, el Plan ha permitido incrementar el presupuesto del 
sistema un 75,03% respecto a 2020 (Rodríguez Cabrero et 
al., 2022: 106-107). 

Sin embargo, en el momento de cerrar este análisis (invierno 
de diciembre 2022), no se han conseguido algunos de los 
objetivos fijados en el Plan de Choque, como reducir consi-
derablemente las largas listas de espera, uno de los principa-
les problemas del sector desde hace años (AEDGSS, 2015, 
2017, 2018; Jiménez-Martín y Viola, 2017; CES, 2021; Hue-
te-García et al., 2021; Ramírez-Navarro et al., 2021). Según 
el Plan de reducción15 acordado por el Gobierno central y las 
regiones, la lista de espera debía disminuir en 60.000 perso-
nas antes de finalizar 2021. Sin embargo, según los últimos 
datos públicos disponibles, hasta el verano de 2022 la lista 
de espera se había reducido en 38.807 personas –incluidos 
todo tipo de dependientes– (Ramírez-Navarro et al., 2022). 
Desde el Gobierno central, señalan al aumento del número 
de personas beneficiarias y al entramando administrativo del 
sistema como factores explicativos del retraso en la consecu-
ción de este objetivo. 

«  Están entrando una gran cantidad de nuevo usuarios 
al sistema. Es difícil superar este ritmo de entrada. Por 
otro lado, hemos visto que cuesta mucho tiempo que la 
maquinaria burocrática del Estado y de cada Comunidad 
Autónoma se ponga en marcha […] el aparato adminis-
trativo estaba oxidado  » (Entrevista 7).

«  El sistema ha crecido en 180.000 personas. Si el sistema 
se hubiese mantenido como estaba, sin crecer, en el mo-
mento en el que se aprueba el Plan de Choque, hoy en 
día tendríamos a 0 personas en lista de espera. Hay un 
efecto llamada: cuando se inyecta más financiación y se 
mejoran las prestaciones, la gente presenta la solicitud 
para poder acceder al sistema  » (Entrevista 8).  

El establecimiento de los servicios de tele asistencia como 
un derecho subjetivo, así como la regulación de la figura 
del Asistente Personal, se pretenden incluir en una reforma 
«  quirúrgica  » de la Ley de Dependencia.16 En su estado ac-

15	 Acuerdo del 30 de abril de 2021, del Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del SAAD sobre el Plan de reducción de la lista de espera 
del SAAD. Disponible en: https://sede.imserso.gob.es/web/imserso/
autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion- 
dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/
acuerdos-adoptados-consejo-territorial-sociales-saad#ancla1. En este 
acuerdo, también ha participado la Mesa de Diálogo Civil, com-
puesta por órganos sectoriales consultivos, sociedades científicas y 
profesionales.

16	 Finalmente, el Gobierno central y las CCAA –a través del CTSSD– 
aprobaron el 24 de mayo de 2023 el Acuerdo por el que se definen y 
establecen las condiciones específicas de acceso a la asistencia per-
sonal en el sistema de cuidados español. Resolución de 24 de mayo 
de 2023, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que 
se publica el Acuerdo del CTSSD, por el que se definen y establecen 

tual, la Ley de Dependencia dificulta el cambio en el modelo 
de cuidados, al tratarse de un sistema de base asistencial 
(Marbán Gallego, 2020). El nuevo texto se encuentra en 
proceso de redacción y consulta a varios actores del sistema 
(por ejemplo, organizaciones de personas con discapacidad), 
así como a otros departamentos del Gobierno central. 

«  Estamos trabajando con las CC.AA a través de la 
Comisión Delegada del SAAD en una posible reforma. 
No es una gran transformación de la Ley, es más bien 
un reajuste y una adaptación en la dirección de la Con-
vención Internacional de Derechos de las Personas con 
Discapacidad  » (Entrevista 7). 

Dentro del Plan, varias medidas afectaban directa e indi-
rectamente a los trabajadores. A grandes rasgos, el Plan 
preveía la creación de 35.000 puestos de trabajo. Sin em-
bargo, hasta la primavera de 2022, se habían creado 27.453 
nuevos empleos17 (AEDGSS, 2022). El Plan de Choque sí ha 
mejorado la intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio. 
En 2022, la intensidad media del servicio se sitúa en 39,6 
horas mensuales, frente a las 33,4 horas mensuales de 2020 
(Ramírez-Navarro et al., 2022). Por otro lado, el Plan también 
contemplaba el refuerzo de la calidad de los servicios y del 
empleo a través de la reforma del sector residencial. A esta 
reforma, dedicaremos las siguientes páginas de este informe. 

3.2  ACUERDO ESTATAL SOBRE 
ACREDITACIÓN DE CENTROS Y 
SERVICIOS RESIDENCIALES

La «  ventana de oportunidad  » para reformar el modelo de 
cuidados apareció en un contexto de control de la pandemia. 
En el verano de 2021, los principales actores del sistema 
acordaron una hoja de ruta para modificar el Acuerdo de 
acreditación de centros y servicios del sistema del CLD, apro-
bado por el CTSSD en 200818. Más allá del consenso básico 
sobre la necesidad de transformar el sistema, la reforma ha 
provocado un amplio debate político. Los principales de
sacuerdos se han centrado en el tamaño de las residencias 
(número de plazas) y las ratios de los equipos profesionales. 
La propuesta del Gobierno central, liderada por el Ministerio 
de Derechos Sociales y Agenda 2030, planteaba limitar el 
tamaño de las residencias (con unidades de convivencia re-
ducidas y con mayor número de habitaciones individuales) y 

las condiciones específicas de acceso a la asistencia personal en el 
Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia. Disponibel en: 
https://www.boe.es/eli/es/res/2023/05/24/(1)

17	 Se trata de empleos directos. No se consideran los empleos surgidos 
en las Administraciones Públicas para valorar, hacer seguimientos o 
soportar la gestión administrativa y contable de los usuarios del sis-
tema.

18	 Resolución de 2 de diciembre de 2008, de la Secretaría de Estado de 
Política Social, Familias y Atención a la Dependencia y a la Discapaci-
dad, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial del Sis-
tema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios 
comunes de acreditación para garantizar la calidad de los centros y 
servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependen-
cia. Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id= 
BOE-A-2008-20451 

https://sede.imserso.gob.es/web/imserso/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/acuerdos-adoptados-consejo-territorial-sociales-saad#ancla1
https://sede.imserso.gob.es/web/imserso/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/acuerdos-adoptados-consejo-territorial-sociales-saad#ancla1
https://sede.imserso.gob.es/web/imserso/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/acuerdos-adoptados-consejo-territorial-sociales-saad#ancla1
https://sede.imserso.gob.es/web/imserso/autonomia-personal-dependencia/sistema-autonomia-atencion-dependencia-saad/el-saad/organos-sistema/organos-cooperacion/acuerdos-adoptados-consejo-territorial-sociales-saad#ancla1
https://www.boe.es/eli/es/res/2023/05/24/(1)
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2008-20451
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2008-20451
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elevar las ratios de personal por encima de la mayoría de las 
normativas regionales. El paradigma que guía la reforma es 
la Atención Integral Centrada en la Persona (AICP). Este mo-
delo, desarrollado de forma pionera en los países nórdicos 
y en Holanda, se centra en la consecución de mejoras en el 
bienestar de la persona, partiendo del respeto a sus dere-
chos, intereses y preferencias (Rodríguez Rodríguez, 2010).  

«  Pretendíamos ser los canalizadores de un momento 
histórico, después de un proceso de escucha realizado 
con expertos en el ámbito de las residencias y la geronto-
logía, organizaciones de discapacidad, organizaciones de 
la sociedad civil. La gente que conoce otras experiencias 
como la de los países nórdicos quería traer este modelo 
a España  » (Entrevista 7). 

El proceso de negociación fue muy complejo, con intereses 
divergentes y en ocasiones contrapuestos. Una parte impor-
tante de los Gobiernos regionales (tanto del PP como del 
PSOE), mostraron su malestar ante la poca claridad respecto 
a las fuentes de financiación del nuevo modelo. Por otro 
lado, desde el inicio de la negociación, los empresarios con-
sideraron inviable el nuevo modelo, ya que implicaría una 
subida de precios para los usuarios del sistema y una inver-
sión insostenible para los operadores privados. Los sindicatos 
también expresaron su oposición a los primeros borradores 
del texto, al no incluir ninguna de las medidas relevantes 
propuestas en la Mesa de Diálogo Social. 

Finalmente, el 28 de junio de 2022 (seis meses después del 
plazo establecido), el CTSSD aprobó el nuevo modelo de 
cuidados19. Todos los actores obtuvieron alguno de sus ob-
jetivos. Sin embargo, el texto final no contó con un amplio 
consenso. El acuerdo salió adelante en el CTSSD por los votos 
favorables de nueve regiones (Extremadura, Canarias, Nava-
rra, Comunidad Valenciana, Asturias, La Rioja, Baleares, Can-
tabria, Aragón) y una Ciudad Autónoma (Melilla). Las ocho 
regiones que votaron en contra del acuerdo (Galicia, Madrid, 
Andalucía, Murcia, Cataluña, País Vasco, Castilla y León y 
Castilla-La Mancha) más la Ciudad Autónoma de Ceuta, 
alegaron serias dudas sobre el sistema de financiación e «  in-
vasión competencial  » por parte del Gobierno central (Sosa 
Troya, 2022). Paralelamente, el Acuerdo final fue rechazado 
por los sindicatos y los empresarios en la Mesa de Diálogo So-
cial, aunque por motivos distintos. Por el contrario, algunas 
entidades de la sociedad civil, órganos sectoriales consultivos 
y algunas sociedades científicas respaldaron públicamente el 
documento (SEGG, 2022). 

19	 Resolución de 28 de julio de 2022, de la Secretaría de Estado de De-
rechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territo-
rial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención 
a la Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación y calidad 
de los centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia. Disponible en: https://www.boe.es/boe/dias/2022/ 
08/11/pdfs/BOE-A-2022-13580.pdf. Esta reforma afecta a los centros 
y servicios de titularidad privada concertados y a los centros y servi-
cios no concertados que presten atención a las personas en situación 
de dependencia.

Desde un punto de vista de la implementación, la fecha límite 
para el cumplimiento de los nuevos requisitos del modelo de 
cuidados se amplía hasta el 31 de diciembre de 2029. En 
el momento de finalizar esta investigación, existe una gran 
discusión jurídica y técnica sobre el carácter vinculante (o no) 
del Acuerdo para todas las CC.AA. Según la regulación de las 
conferencias sectoriales20, cuando el Gobierno central ejerce 
funciones de coordinación o cooperación, los acuerdos sus-
critos en el CTSSD son de obligado cumplimiento para todas 
las Administraciones Públicas, con independencia del sentido 
de su voto. 

«  Hay un debate jurídico muy difícil sobre si es un 
acuerdo de coordinación y cooperación o no. Nosotros 
(el Gobierno central) creemos que sí es de obligado 
cumplimiento para todas las CCAA, incluso las que no 
votaron a favor del mismo. Al mismo tiempo, creemos 
que «  obligar  » a las CCAA a cumplir este Acuerdo no es 
la mejor manera para que el cambio de modelo se lleve a 
cabo. Por eso, hemos optado por la vía de los incentivos 
financieros y no por la vía legislativa del Real Decreto 
(norma de mayor rango en el sistema jurídico español)  » 
(Entrevista 7).

Respecto al contenido de la reforma, además de establecer 
unos criterios mínimos de calidad en toda la estructura de 
servicios, incluye medidas que regulan el número y la do-
tación de profesionales, la cualificación y formación de los 
trabajadores, así como aspectos relacionados con la contra-
tación, como veremos a continuación.

3.2.1  Dotación de personal
En relación con el número de profesionales, la reforma ac-
tualiza las ratios de personal de atención directa de primer 
nivel (cuidadores, auxiliares y gerocultoras) en residencias 
para personas mayores, que será de 0,31 en 2023 y de 0,43 
en 2029. En la actualidad, la ratio de atención directa de 
primer nivel se sitúa entre 0,15 y 0,28 (SEGG, 2020). Por otro 
lado, también se actualizan las ratios para todo el personal 
de atención directa de segundo nivel. Se trata del personal 
más cualificado, como terapeutas ocupacionales, psicólogos, 
pedagogos, fisioterapeutas, rehabilitadoras o enfermeras. En 
este caso, la reforma establece una ratio de 0,51 en el caso 
de residencias para personas mayores, y 0,58 en el caso de 
residencias de personas con discapacidad. En la actualidad, 
esta ratio se sitúa entre 0,29 y 0,39 trabajadores por persona 
usuaria (SEGG, 2020). 

A pesar de estas mejoras, el cronograma de implementación 
de los cambios en las ratios crea limitaciones en el número 
de trabajadores en el corto y el medio plazo que podrían 
cronificar los problemas del sector en materia de personal 
(especialmente en las residencias para personas mayores). 
Por un lado, la reforma deja de exigir a las residencias de 
mayores un número mínimo de trabajadores hasta el 31 de 
diciembre de 2023. Al mismo tiempo, la reforma condiciona 

20	 Ley Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. Disponible en: https://www.boe.es/buscar/act.php?id= 
BOE-A-2015-10566 

https://www.boe.es/boe/dias/2022/08/11/pdfs/BOE-A-2022-13580.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/08/11/pdfs/BOE-A-2022-13580.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10566
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10566
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el aumento de las plantillas hasta el año 2029 a un incre-
mento adicional de la financiación pública. Por otro lado, 
en términos comparados, las nuevas ratios en materia de 
personal siguen siendo más bajas que las de otros países de 
nuestro entorno. En Francia, los centros residenciales tienen 
una ratio de 0,62 trabajadoras por cada persona usuaria. En 
Alemania, un país federal relativamente análogo al modelo 
territorial español, las diferentes normativas de los länder 
establecen una ratio de entre 0,36 y 0,42 trabajadoras por 
cada persona usuaria. En el caso de los países escandina-
vos, con una larga tradición de intervención en esta área 
de política pública, la ratio total es de 0,95 trabajadoras por 
cada persona usuaria del sistema (SiiS, 2020: 82). En suma, 
parece que el pulso en relación con la dotación de personal 
finalmente lo ha ganado una «  coalición  » de varios actores 
públicos y privados con intereses convergentes (fundamen-
talmente económicos), los cuales entraron en juego durante 
el proceso de negociación de la reforma. 

«  La negociación con las regiones ha sido la clave de las 
ratios. Muchas CCAA no están cumpliendo las ratios del 
Acuerdo de 2008. Entonces, el impacto presupuestario 
para estas regiones era muy importante y no lo querían 
cumplir  » (Entrevista 7).  

«  La ratio es el peso de coste de personal en una re-
sidencia es elevado en términos relativos. Entonces las 
CCAA entienden que conforme se suben las ratios va a 
ver un impacto en la subida del precio y esto afecta a sus 
presupuestos  » (Entrevista 8). 

«  El incremento de las ratios implica tener más trabajado-
res en todos los ámbitos y perfiles profesionales. CEOE 
y CEPYME no estaban por la labor. También algunas 
regiones forzaron que no hubiera grandes cambios en 
esta dimensión. Todo lo que fuera subida/aumento de 
ratios iba a ser un aumento del coste para las regiones. 
Esto se vio en las votaciones del Acuerdo  » (Entrevista 3). 

3.2.2  Cualificación y formación de los 
profesionales 
La calidad en el empleo viene determinada por la cualifica-
ción profesional y la formación de los trabajadores, entre 
otras cuestiones. La reforma del modelo de cuidados esta-
blece unos requisitos y estándares mínimos en materia de 
cualificación, vía titulaciones o certificados profesionales. 
También fija dos procedimientos complementarios para la 
acreditación profesional (la habilitación excepcional y la habi-
litación provisional), así como un régimen especial para zonas 
rurales e insulares, que permite la contratación de trabajado-
res no cualificados. Sin embargo, objetivamente la reforma 
no contempla medidas de refuerzo que faciliten y ayuden a 
las regiones a cumplir el Acuerdo sobre criterios comunes 
de acreditación en materia de formación e información de 
cuidadores no profesionales de 200921, la principal respuesta 

21	 Resolución de 4 de noviembre de 2009, de la Secretaría General de 
Política Social y Consumo, por la que se publica el Acuerdo del Con-
sejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Depen-
dencia, sobre criterios comunes de acreditación en materia de forma-

política para luchar contra la baja cualificación formal en el 
sector. Este acuerdo sigue sin culminarse, habiendo tenido 
que ser prorrogado en repetidas ocasiones (la última hasta 
el 31 de diciembre de 2022). Tal y como señalaba uno de los 
responsables sindicales entrevistados: 

«  Teóricamente tendría que haberse cumplido ya la acre-
ditación y homologación de títulos de todas las personas 
trabajadoras del sector. Sin embargo, todavía no se ha 
cumplido el Acuerdo. Además, durante la pandemia se 
añadieron nuevos criterios (por la falta de trabajadores) 
que permitieron la contratación de profesionales sin 
certificado de formación y experiencia. Todo esto ha 
aumentado la bolsa de empleo con estas características. 
[…] Con esta reforma no hemos conseguido grandes 
cosas en el tema de profesionalización  » (Entrevista 3). 

La reforma contiene medidas en materia de formación 
continua en perspectivas de género, enfermedad mental o 
ética profesional. También fija el desarrollo de programas de 
formación específicos en el caso de los trabajadores situados 
en el medio rural. La reforma contempla el desarrollo de 
un Plan General de Formación entre 2021 y 2023 (también 
mencionado en el Plan de Choque de la Dependencia). Este 
plan busca mejorar la cualificación del personal y adaptar las 
competencias y capacidades de los trabajadores al nuevo mo-
delo de cuidados. Sin embargo, en el momento de finalizar 
este informe, no hay constancia oficial de que el Gobierno 
central y las regiones estén trabajando en ello. Tampoco ha 
estado en el orden del día de las reuniones mantenidas en 
el Consejo Territorial de Servicios Sociales y SAAD (Ministerio 
de Política Territorial, 2022). 

3.2.3  Condiciones básicas de trabajo  

	■ Criterios de contratación 
La reforma establece unos criterios comunes de contratación 
para todos los centros y servicios del sistema. El acuerdo fija 
en un 80% los contratos indefinidos sobre el total de los 
trabajadores del centro (salvo falta de oferta de personal). En 
el caso de cuidadoras, auxiliares y gerocultoras (el colectivo 
más numeroso en los centros residenciales), el porcentaje de 
contratos a tiempo completo deberá ser, al menos, del 66% 
(para los servicios de ayuda a domicilio este porcentaje se sitúa 
en el 50%). La formalización de estas garantías mínimas en 
materia de contratación era una de las principales demandas 
de los sindicatos durante el proceso de negociación (UGT, 
2022). Por el contrario, para las organizaciones empresa-
riales, estos nuevos criterios en materia de contratación son 
incompatibles con las propias características de los servicios 
de cuidado y sobrepasan el marco normativo de la reforma. 

«  Las primeras que se plantaron (en la Mesa de Diálogo 
Social nacional) fueron las patronales. Para las patronales 
era una cuestión casi de principios […] no creían que 
un Acuerdo de acreditación con el rango que tiene y 

ción e información de cuidadores no profesionales. Disponible en: 
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-18959 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-18959
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-18959
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donde se aprueba (el CTSSD) podía meterse en temas de 
negociación colectiva  » (Entrevista 7).

Desde un punto de vista extra-sectorial, la reforma laboral22 
aprobada en España a finales de 2021 ha sido el marco legal 
para llevar a cabo estos cambios en materia de contratación. 
Esta norma, cuyo principal objetivo es la estabilidad en el em-
pleo, suprime los contratos por obra o servicio (que permitían 
un contrato temporal de hasta tres años) e incrementa las 
sanciones económicas en caso de fraude en la contratación 
temporal, entre otras cuestiones. La importancia de la nueva 
regulación del mercado de trabajo para el sistema de CLD 
es señalada por varios de los informantes clave consultados: 

«  El mayor impacto de la reforma laboral implica la trans-
formación de los contratos temporales en indefinidos. 
Las empresas se están adaptando despacio a la reforma 
laboral, pero podemos realizar una valoración positiva 
por el incuestionable beneficio que implica el aumento 
de los contratos indefinidos en el sector de los cuidados  » 
(Entrevista 2).

«  La reforma laboral ha limitado la temporalidad en los 
centros, ya que muchos contratos se han transformados 
en indefinidos. Según nuestros datos, calculamos que 
los contratos indefinidos han aumentado alrededor de 
un 10%  » (Entrevista 6). 

	■ Salarios
La remuneración salarial queda fuera del ámbito de actua-
ción de la reforma. No obstante, algunos sucesos en esta 
dimensión deben ser destacados. El VII Convenio Estatal de 
la Dependencia, que fija los salarios para los trabajadores 
del sector, sigue prorrogado (lo que técnicamente se conoce 
como ultraactividad) y su actualización ha sido motivo de 
una gran conflictividad. El artículo 8 del Convenio establece 
que la subida de los salarios de los trabajadores deberá ser 
la misma que la subida del índice de precios al consumo 
(IPC). Esta indexación está condicionada a un incremento 
anual del PIB de la economía española superior al 2%. En 
2022, ante el incumplimiento del Convenio por parte de 
las organizaciones empresariales, los sindicatos mayoritarios 
(liderados por la UGT) acudieron a los tribunales. Finalmente, 
el 2 de noviembre de 2022, los tribunales fallaron a favor de 
las tesis sindicales. A través de esta sentencia, y la Resolución 
del Ministerio de Trabajo y Economía Social,23 las empresas 
están obligadas a ejecutar una subida salarial –con carácter 
retroactivo– del 6,5% en todos los perfiles profesionales del 
sector. Paralelamente a esta judicialización, la negociación 

22	 Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes 
para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la 
transformación del mercado de trabajo. Disponible en:  
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-21788 

23	 Resolución de 2 de noviembre de 2022, de la Dirección General de 
Trabajo, por la que se registra y publica el Auto de la Audiencia Na-
cional, sobre sentencia referida a las tablas salariales del año 2022 
del VII Convenio Colectivo Marco Estatal de Servicios de Atención a 
las Personas Dependientes y Desarrollo de la Promoción de la Auto-
nomía Personal. Disponible en: https://www.boe.es/diario_boe/txt.
php?id=BOE-A-2022-18678 

del VIII Convenio Estatal de la Dependencia sigue bloqueada. 
En el momento de cerrar este análisis, las posiciones de los 
sindicatos y las patronales del sector en la Comisión Nego-
ciadora están muy alejadas. Así lo expresaron varios de los 
informantes clave consultados: 

 «  Va a ver muchos problemas para que firmen el VIII 
Convenio Estatal de la Dependencia. Aun habiendo más 
recursos para el sistema  » (Entrevista 3). 

«  Tenemos poco optimismo por el resultado final de la 
negociación. Según el Banco de España, la inflación para 
el 2022 será del 8,5%. Nosotros (las organizaciones em-
presariales) les hemos dicho a los sindicatos que no po-
demos implementar esa subida a los salarios. Las cuentas 
no cuadran. Una empresa tiene que ganar dinero para 
sobrevivir. No se trata de la ambición del empresario. 
Es insostenible y se volverá a judicializar  » (Entrevista 4).

3.2.4  Salud y seguridad en todos los 
lugares de trabajo
La COVID-19 reveló la importancia de que exista un marco 
general de evaluación de riesgos para la salud de los traba-
jadores, así como medidas preventivas, tanto por parte del 
sector público como del sector privado (Comisión Europea, 
2021). La reforma del modelo de cuidados otorga un papel 
central a los servicios de inspección a la hora de garantizar 
la seguridad en todos los lugares de trabajo. Sin embargo, 
el acuerdo final elimina de su redacción el reforzamiento del 
cuerpo de inspectores, un elemento que sí estaba presente 
en los borradores de trabajo24. De acuerdo con varios de 
los informantes clave consultados para esta investigación, la 
cuestión competencial ha sido el factor determinante, ya que 
las regiones son responsables de establecer los mecanismos y 
criterios básicos de las inspecciones, a través de los llamados 
Planes de Inspección (que elaboran periódicamente): «  para 
las CCAA era una cuestión de principios competenciales. 
[…] no se les puede imponer una ratio de inspectores  » (En-
trevista 7). Por otro lado, la reforma del modelo de cuidados 
también hace referencia a la salud laboral, pero como un cri-
terio más de evaluación de los centros y servicios del sistema. 

«    El sector de los cuidados sigue teniendo importantes 
carencias en lo referente a la salud laboral. […] entre 
un 30% y un 40% de las trabajadoras deben tomar 
habitualmente medicación para calmar el dolor y la 
inflamación que conlleva el trabajo diario. […] además, 
tampoco están reconocidas las enfermedades psicoso-
ciales, musculoesqueléticas  » (Entrevista 2). 

24	 En los borradores de trabajo de la reforma, se proponía que hubiera 
un mínimo de 1 inspector por cada 25/30 centros de atención resi-
dencial con independencia de que dichas unidades de inspección al-
cancen también los centros de día o noche u otros servicios sociales. 
Disponible en: https://dependencia.info/imagenes/borrador- 
requisitos-acreditacion-diciembre-2021.pdf 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-21788
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-21788
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-18678
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-18678
https://dependencia.info/imagenes/borrador-requisitos-acreditacion-diciembre-2021.pdf
https://dependencia.info/imagenes/borrador-requisitos-acreditacion-diciembre-2021.pdf
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Ante este estado de cosas, el Gobierno central, a través 
del Real Decreto-Ley 3/2021 del 2 de febrero, declaró la 
COVID-19 como enfermedad profesional para el personal 
sanitario y socio sanitario. Este reconocimiento permite a los 
trabajadores que hayan contraído la enfermedad ocasionada 
por la COVID-19 en el lugar de trabajo adquirir derechos es-
pecíficos, como el derecho a una indemnización. La mayoría 
de Estados miembros de la EU reconocen la COVID-19 como 
enfermedad profesional. Por ejemplo, Francia permite el 
reconocimiento automático de trabajadores y profesionales 
sanitarios y socio sanitarios desde septiembre de 2020. En 
Dinamarca, en todas las profesiones se reconoce la COVID-
19 tanto como enfermedad profesional como en términos 
de accidente laboral. Sin embargo, en el caso de España, 
este reconocimiento es excepcional y temporal. Esto ha sido 
fuertemente criticado por los sindicatos: 

«  La COVID-19 será una enfermedad que no desapare-
cerá de nuestra vida cotidiana. Esta medida es insufi-
ciente y exigimos que el COVID-19 se incluya en la lista 
española de enfermedades profesionales causadas por 
agentes patógenos  » (Entrevista 2). 

«  El reconocimiento de la COVID-19 como enfermedad 
profesional aun no se ha cumplido en nuestro país, pero 
hay diferentes sentencias individuales de trabajadoras 
afectadas a las que los tribunales les ha dado la razón  » 
(Entrevista 5). 

Esta demanda de ampliación de la cobertura está alineada 
con el Marco estratégico de la UE en materia de salud y 
seguridad en el trabajo 2021-2027, así como con la Reco-
mendación de la Comisión relativa a las enfermedades pro-
fesionales para incluir la COVID-19, acordada por el Comité 
Consultivo para la Seguridad y la Salud en el Trabajo (CCSST) 
en la primavera de 2022 (Comisión Europea, 2022b). 
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4  

CONCLUSIONES Y RETOS PENDIENTES 

El Estado de Bienestar español se enfrenta a un proceso 
continuado de envejecimiento demográfico y aumento de 
la tasa de dependencia hasta el año 2050, así como a un 
cambio en las estructuras laborales, familiares y de género. 
Ante este escenario, y por primera vez desde la elaboración 
de la Ley de Dependencia en 2006, ha existido un consenso 
básico entre Gobiernos, actores sociales, agentes sociales 
y profesionales en torno a la necesidad de transformar el 
modelo de cuidados y desarrollar un sistema de calidad 
en el plano laboral. Entre 2021 y 2022 se han discutido y 
adoptado diversas medidas y reformas que, directa o indirec-
tamente, han tenido presente a los trabajadores del cuidado. 
El Componente 22 (Plan de choque para la economía de 
los cuidados) del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia supone un hito en este sentido, al señalar como 
objetivo «  la mejora de la calidad de los servicios profesiona-
les y las condiciones laborales  ». 

El Plan de Choque en Dependencia y el nuevo Acuerdo de 
acreditación de centros y servicios contienen importantes 
avances cuantitativos y cualitativos; en el número de profesio-
nales exigidos en los centros, en la cualificación y formación 
de los trabajadores, las condiciones básicas del empleo, así 
como en materia de contratación. Estas iniciativas suponen 
un reconocimiento a la existencia de problemas estructurales 
de larga data. Además, en ambos casos, se han tratado de 
abordar importantes lagunas en el sistema de protección 
social español. No obstante, el alcance de estas medidas y 
su traslado al plano laboral real, va a estar mediado por la 
evolución de varios elementos de carácter estructural: 

	– Financiación. El grado de cumplimiento del nuevo 
modelo de cuidados estará condicionado por las dispo-
nibilidades presupuestarias. Que la financiación dependa 
de los resultados de una negociación multilateral añade 
incertidumbre a la puesta en práctica de la reforma en 
el largo plazo. El aumento de la financiación del Estado 
central (nivel mínimo garantizado) y el mantenimiento 
del nivel acordado (recuperado en 2021) a través de los 
Presupuestos Generales del Estado, son clave para que 
las regiones puedan cumplir el calendario fijado. Es im-
portante que la financiación pública se realice bajo unos 
criterios previamente definidos, estrictos y vinculados a 
los objetivos del Plan de Choque y el nuevo Acuerdo 
de acreditación. En este sentido, se debe avanzar en el 
sistema de incentivos diseñado para el del nivel acordado 

de financiación –implementado a partir del año 2022–, 
que vincula una parte de esta cuantía a la consecución 
de objetivos en el plano laboral por parte de las regiones.

	– Gobernanza multinivel y diseño institucional. La 
evidencia empírica señala que cuanto más colaborativas 
y cooperativas sean las estructuras de relaciones intergu-
bernamentales, más exitosos son los sistemas multinivel 
en las respuestas a las crisis (véase Schnabel & Hegele, 
2021; Hernández-Moreno, 2021; Mattei y Del Pino, 2021; 
Colino, 2021; Pereira-Puga et al., en prensa; Schnabel et 
al., 2022; Greer et al., 2022). En el caso que nos ocupa, 
la ambigüedad del diseño institucional y la instrumentali-
zación partidista que envuelve las actuaciones del CTSSD 
–con varios Gobiernos regionales convertidos en «  arie-
tes  » políticos del Gobierno central– están generando 
importantes inseguridades jurídicas, que dejan en el aire 
la implementación final de la reforma y ponen en riesgo 
la cohesión territorial. Investigaciones recientes propo-
nen una reforma operativa del CTSSD que lo asemeje al 
Método Abierto de Coordinación (MAC) de la UE (véase 
Rodríguez Cabrero et al., 2022). Se trataría de romper la 
tendencia excesiva a la regulación y normativización de 
la cooperación a través de un modo de gobernanza en 
redes. Esta adaptación implicaría una gestión dinámica 
de las diversidades regionales por medio de indicadores 
y objetivos comunes, evaluaciones comparativas del ren-
dimiento entre pares (benchmarking) y la formulación de 
planes de acción conjunta. 

	– Coordinación socio-sanitaria. La pandemia ha puesto 
de manifiesto las debilidades de los sistemas sanitario y 
de servicios sociales españoles. El complejo reparto com-
petencial en el nivel organizativo –con varios ministerios 
y departamentos operando bajo diferentes lógicas y en-
foques–, dificulta la coordinación y propicia ineficiencias 
en la gestión. Las respuestas socio-sanitarias deben ser 
un objetivo prioritario para todos los niveles político-ad-
ministrativos. La reforma del modelo de cuidados trata 
de avanzar desde un punto de vista normativo en este 
sentido, estableciendo un marco referencial y sentando 
las bases de las estrategias a seguir por las regiones. Sin 
embargo, para consolidar un modelo integral de aten-
ción socio-sanitaria en todo el territorio nacional también 
se debe prestar atención a los propios trabajadores del 
cuidado. Para ello, se debe reflexionar sobre los modelos 
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de dotación de personal en ambos sistemas, tanto en 
contextos de crisis como en momentos de normalidad. 
En este sentido, deberían aprovecharse los mecanismos 
de cooperación Estado – CC.AA, como una hipotética 
Conferencia Intersectorial de sanidad y servicios sociales, 
para diseñar conjuntamente modelos de coordinación o 
integración en todos los niveles territoriales que eliminen 
los obstáculos administrativos para, por ejemplo, identi-
ficar y transferir personal entre sistemas. 

	– Diálogo social. De acuerdo con la Organización In-
ternacional del Trabajo (2022), la negociación colectiva 
contribuye a la lucha contra las desigualdades y es clave 
para asentar las bases de una recuperación inclusiva, sos-
tenible y resiliente. En el momento de cerrar este análisis, 
la negociación del VIII Convenio Estatal de la Dependen-
cia está paralizada. Es necesario que todos los actores 
sociales vuelvan a sentarse en la Mesa de Diálogo Social 
Nacional. Las organizaciones sindicales deben continuar 
jugando un papel activo en la propuesta de medidas, 
como ha sucedido a lo largo de la crisis25. El Estado no 
tiene competencias en materia de negociación colectiva, 
un ámbito autónomo e independiente. No obstante, las 
autoridades públicas deben utilizar todas las herramien-
tas a su disposición, formales (como la regulación, finan-
ciación, inversiones) e informales, para tratar de mejorar 
las condiciones laborales del sector. Si el diálogo social 
no se afronta de manera adecuada, se mantendrán los 
déficits actuales en el número de trabajadores, se au-
mentarán las desigualdades de género persistentes en el 
sector y el objetivo de eliminar (o revertir) la precariedad 
laboral quedará aun más lejos. 

25	 En países como Suecia, Portugal, Francia o Italia, los sindicatos tam-
bién han jugado un papel determinante en el proceso de toma de 
decisiones durante la pandemia. No obstante, el alcance de su parti-
cipación ha estado condicionado principalmente por la voluntad polí-
tica de los actores (véase Eurofound, 2021; Spasova et al., 2022). 
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NOTA METODOLÓGICA

Los informantes clave fueron seleccionados de acuerdo con 
la técnica de muestreo intencional; teniendo en cuenta la re-
levancia de sus perfiles profesionales, así como su alto grado 
de conocimiento del fenómeno investigado (actores « ricos 
en información », de acuerdo con Patton, 2002: 230). Su 
identificación se llevo a cabo utilizando contactos y redes ya 
conocidas por el autor y sus colegas. La búsqueda en internet 
y el análisis de trabajos previos y documentos procedentes 
de distintas fuentes oficiales también se utilizaron para iden-
tificar a los informantes. Los ocho expertos entrevistados 
representan alrededor del 70% de todos los potenciales 
entrevistados contactados inicialmente. El 30% restante, no 
pudieron o no consideraron oportuna su participación en la 
investigación en el tiempo establecido para la recogida de 
datos primarios. 

Los entrevistados seleccionados fueron contactados primero 
por correo electrónico. A continuación, se realizaron llama-
das de seguimiento para conocer su interés en participar y 
responder a algunas preguntas. Para crear confianza con los 
entrevistados, se les explicó durante la llamada telefónica la 
totalidad de los objetivos de la investigación. Para los que 
estaban dispuestos a participar, se identificó a una persona 
de contacto dentro del departamento o equipo de trabajo 
en cuestión y se programó una fecha para la entrevista. Las 
entrevistas duraron entre una hora y una hora y media y se 
realizaron por videoconferencia o de forma presencial entre 
octubre y diciembre de 2022. Para cumplir con las normas de 
privacidad, a todos los participantes se les garantizó la confi-
dencialidad y el anonimato y todos dieron su consentimiento 
individual, aceptando participar en la investigación y que las 
entrevistas fueran grabadas en audio (salvo uno de ellos). En 
el texto nos referimos a cada una de las entrevistas con un 
código específico (en el Anexo se ofrecen más detalle sobre 
los perfiles y la afiliación institucional de los entrevistados).

El análisis de los datos implicó un proceso riguroso de revisión 
metodológica y sistemática de todas las fuentes primarias 
y secundarias de información para identificar patrones de 
ideas y conceptos expresados, así como temas emergentes. 
Posteriormente, se determinó la prevalencia temática en las 
entrevistas. Una descripción detallada de los resultados, in-
cluyendo citas representativas de los diferentes participantes, 
permite a los lectores evaluar los hallazgos de forma clara y 
precisa, así como aumentar la credibilidad del estudio.

ANEXO 

Códigos y perfil profesional de los participantes en el estudio

Códigos utilizados para 
las citas dentro del 
textos

Perfil profesional de los 
participantes

Entrevista 1 Responsable sindical

Entrevista 2 Responsable sindical

Entrevista 3 Responsable sindical

Entrevista 4 Dirigente patronal del sector de 
servicios residenciales

Entrevista 5 Responsable sindical

Entrevista 6 Responsable sindical

Entrevista 7 Responsable político del nivel central

Entrevista 8 Responsable político del nivel central
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